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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO  

 

SÍNTESIS DEL PROCESO 

Con fecha 29 de octubre del año 2010, la señora Olga Priscilla Zegarra 

Bedoya (en adelante, la señora Olga o la demandante), interpuso la 

demanda ante el Juzgado Civil contra Nelly Angélica Muñoz Sáenz (en 

adelante, la señora Nelly o la demandada) y los hermanos Alcides Medina 

Carrasco, Jimmy Medina Carrasco y Sergio Medina Carrasco, para que 

desocupen y hagan entrega del inmueble bajo apercibimiento de 

lanzamiento, el cual cuenta con las siguientes características:  

✓ Una habitación en el primer piso de material noble con una 

extensión de 75.44𝑚2, de los cuales tiene un área construida de 

68.44 𝑚2 compuesto por (02) dormitorios, (01) sala comedor, 

servicios higiénicos, (01) pasadizo, un área construida de material 

rústico de 7.30 𝑚2, y finalmente un patio en común (en adelante, 

área materia de reivindicación), ubicado en el Pasaje Juan Scarsi 

Valdivia N°309, del Barrio de la Magdalena, Ayacucho. 

 

Hechos Principales de la Demandante: 

 

Con fecha 24 de noviembre de 1959, los señores León Zegarra Tello y 

Vicenta Bedoya Diaz (padres de la demandante), mediante Testimonio de 

Compraventa adquirieron el inmueble ubicado en Barrio de la Magdalena, 

Ayacucho, con una extensión de 900𝑚2, siendo inscrita debidamente en 

Registros Públicos, como consecuencia de los tractos sucesivos 

realizados, el área de terreno se redujo a 129.36 𝑚2, de los cuales 

75.44𝑚2 , es materia de reivindicación. 

 

Con fecha 20 de agosto de 1983, mediante documento privado de 

locación de servicios, la señora Vicenta Bedoya Díaz (madre de la 

demandante) contrata los servicios del contratista, el señor Juan Cevallos, 

para la construcción de la habitación del primer piso (área materia de 

reivindicación). 

 

En consecuencia, debido al fallecimiento de los padres de la demandante 

se ha instituido como herederos legales en el registro de declaratoria de 

herederos de los registros públicos, a la señora Olga y sus hermanos, 

María Jesús, Julián y Sabino Zegarra Bedoya (en adelante, hermano de 

la demanda o señor Sabino), heredando el inmueble ubicado en el Barrio 

de la Magdalena ahora Mz. E. Lote 20, con una extensión de 129.36 𝑚2, 

conforme el Registro de Predios N° P11015966, dentro del cual 75.44𝑚2, 

del primer piso construido, es el área materia de reivindicación. 
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Hechos principales de la Demandada 

 

La señora Nelly contrae matrimonio con fecha el 03 de junio de 1967, y 

mediante sentencia de vista del Exp. 74-2002, con fecha 01 de diciembre 

del 2004, se disuelve el vínculo matrimonial, donde la demandada 

advierte que el área materia de reivindicación forma parte de la sociedad 

de gananciales obtenido durante la vigencia del matrimonio con el señor 

Sabino. 

 

Durante el año 1971 la demandada manifiesta que la madre de la 

demandante entrega un anticipo de herencia al señor Sabino, durante el 

vínculo matrimonial, formando parte de la sociedad de gananciales, que 

ahora es el área materia de reivindicación, en el Pasaje Juan Scarsi           

N° 309 Lote 20 del Barrio de la Magdalena.  

La demandada respecto al área materia de reivindicación, manifiesta que, 

dentro del registro de propiedad en los registros públicos, no se encuentra 

inscrito el inmueble edificado, ubicado en el Pasaje Juan Scarsi N° 309 

Lote 20 del Barrio de la Magdalena, finalmente concluye que la propiedad 

del que sucedieron la demandante y sus hermanos era solo un área de 

terreno, sin edificación alguna. 

Con fecha 15 de marzo del 2010, manifiesta que se firmó una declaración 

jurada suscrita por el señor Juan Cevallos, el cual señala: “haber 

construido el inmueble ubicado en el Pasaje Juan Scarsi N° 309 Lote 20 

del Barrio de la Magdalena durante el año 1985”, a pedido y por acuerdo 

de la demandada. 

La demandada suscribió diversos contratos de arrendamiento con los 

demandados, hermanos Medina Carrasco. 

Hechos principales de los demandados, los hermanos Medina 

Carrasco 

El señor Jimmy Medina Carrasco (en adelante, señor Jimmy), firma 

contrato de alquiler del área materia de reivindicación durante el 03 de 

octubre de 2010 hasta el 04 de octubre del 2014 con la demandada. 

 

El señor Alcides Medina Carrasco (en adelante, señor Alcides), celebró 

contrato de arrendamiento con la demandada con fecha 08 de noviembre 

del 2004 al 08 de noviembre del 2006, pero con fecha 18 de julio de 2011, 

afirma que nunca estuvo en posesión del bien.  

 

El señor Sergio Medina Carrasco, (en adelante, señor Sergio), con fecha 

18 de julio de 2011, afirma que nunca estuvo en posesión del bien.  

 

Finalmente, de los hermanos Medina Carrasco, se confirma como único 

posesionario del área materia de reivindicación, al señor Jimmy. 
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2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PRBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE  

 

En el presente punto, corresponde brindar opinión respecto a la 

identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del informe, 

detallándose lo siguiente:  

 

2.1 La Adquisición de la propiedad a través de la sucesión intestada  

Determinar si la demandante tiene título sobre el área materia de 

reivindicación, y asimismo confirmar si es propietaria de las 

construcciones del citado inmueble.  

Fundamento de derecho 

Se invoca los siguientes artículos de la normativa civil sobre el primer 

problema jurídico de la adquisición de la propiedad a través de la Sucesión 

Intestada. 

• Artículo 660° del Código Civil Peruano 

• Artículo 815° del Código Civil Peruano 

• Artículo 923° del Código Civil Peruano 

Análisis 

En la regulación de nuestro código civil peruano, existen diferentes 

modalidades para la adquisición de una propiedad, una de ellas a través 

de la transmisión sucesoria conforme al art. 660° del código civil, el cual, 

señala: desde el momento de la muerte de una persona, los bienes, 

derechos y obligaciones que constituyen la herencia se transmiten a sus 

sucesores, esta herencia es el patrimonio conformada por la totalidad de 

bienes que deja el causante a raíz de su muerte. 

La sucesión legal o también denominada sucesión intestada, esta se 

origina en razón al mandato de ley, en cuanto el titular del patrimonio 

objeto de transferencia no ha expresado su voluntad a través de un 

testamento. (Gago Quispe, 2019, p. 132).  

En ese sentido, al no existir voluntad del causante a través de un 

testamento alguno que regule la sucesión hereditaria, se dará de la 

siguiente manera: 

El heredero requiere obtener el título hereditario para ejercer plenamente 

sus derechos, el cual estará constituido por la sentencia judicial o el acta 

notarial que señalen quienes son los declarados legales, dado que estos 

procesos tienen naturaleza declarativa. (Bustamante, 2006, p. 130).  

Sobre lo antes expuesto, después del fallecimiento de ambos padres de 

la demandante, y sin testamento alguno, se realizó un proceso por 

sucesión intestada, con la finalidad que la señora Olga y hermanos 

adquieran la propiedad, ubicada en Barrio de la Magdalena - Ayacucho, 



4 
 

con un área de terreno de 129.36 𝑚2, y así poder ejercer de su derecho 

de propiedad. 

Concepto de derecho de propiedad: 

En su conceptualización uniforme, constituye el poder jurídico más amplio 

que existe sobre un bien, el cual permite, usar, disfrutar, disponer y 

reivindicar o recuperar un bien. Dicho poder amplio no significa que sea 

ilimitado, ya que la ley establece límites al derecho de propiedad. En 

consecuencia, la propiedad debe ejercerse en armonía con el interés social. 

(Taboada Trujillo, 2018, p. 22). 

La propiedad, es el poder jurídico de “disfrutar”, y este caso, se realizó la 

debida inscripción en registros públicos realizada a través del 

pronunciamiento de una sentencia a favor de la demandante y hermanos 

como sucesores del bien, por consiguiente la señora Olga, estuvo siendo 

limitada, de disfrutar  usar y disponer de su bien, por lo tanto, es legítima 

propietaria como consecuencia de la transmisión del inmueble a través de 

la herencia, habiendo hecho efectivo la acción de reivindicación, teniendo 

como objetivo principal, la restitución del bien sobre el área materia de 

reivindicación. 

Según Gago Quispe, Carlos (2019), a modo de conclusión respeto la 

sucesión en nuestro sistema, señala lo siguiente:  

La sucesión, es un modo derivativo de adquirir la propiedad, mortis causa, 

a través de dicho instituto jurídico los bienes del causante, se transmiten a 

favor de los herederos o, de ser el caso, de los legatarios, esto implica la 

existencia de un propietario anterior de quien deviene el derecho de 

propiedad (causante) en beneficio de aquel que lo adquiere (heredero o 

legatario). (p. 130). 

Finalmente, la adquisición de la propiedad se dio bajo la sucesión 

intestada, de conformidad con el art. 815 del código civil, debido a la falta 

de voluntad del causante, en ese caso, quiere decir sin testamento alguno, 

por lo que se acudió a la vía judicial en un proceso no contencioso, 

declarándose legítimamente como herederos sucesores, a la señora Olga 

y sus tres hermanos, por ende, propietarios del bien y del área materia de 

reivindicación. 
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2.2  La Edificación construida sobre terreno de uno de los cónyuges 

durante el régimen de sociedad de gananciales 

Determinar si la demandada o demandante, tiene la titularidad de la 

edificación del área materia de reivindicación. 

Fundamento de derecho 

Se invoca los siguientes artículos de la normativa civil sobre el segundo 

problema jurídico sobre la edificación construida sobre terreno de uno de 

los cónyuges durante el Régimen de Sociedad de Gananciales. 

 

• Artículo 301° del Código Civil Peruano 

• Artículo 302° del Código Civil Peruano 

• Artículo 310° del Código Civil Peruano 

Análisis 

La sociedad de gananciales, regulada en nuestro Código Civil Peruano, 

se da inicio a este tipo de sociedad con el vínculo matrimonial, 

consecuentemente, habiendo corroborado la relación entre el hermano de 

la demandante y la demandada según el art. 301 del Código Civil 

Peruano, los Bienes de la Sociedad de Gananciales existe dos tipos: (i) 

bienes propios de cada cónyuge; y (ii) los bienes sociales. 

 

(i) Los bienes propios, son aquellos bienes de cada cónyuge que 

aporte al iniciarse al régimen de sociedad de gananciales, 

pudiendo disponer de ellos o grabarlos. (Meneses Gómez, 2019, 

p. 314), y son descritos en el art. 302 del Código Civil Peruano. 

 

Se puede identificar desde un primer punto que el área materia de 

reivindicación se encuentra integrado en el inc. 3 del art. 302 del Código 

Civil Peruano, señalando: “los bienes que son adquiridos durante la 

vigencia del régimen a título gratuito”, en ese caso, el bien vendría hacer  

la herencia adquirida por la señora Olga y sus hermanos, sin embargo, se 

debe precisar que este ”bien propio”, que fue heredado, es un bien 

indiviso, debido que tiene que ser dividido en partes iguales con la 

demandante y sus hermanos para que puedan disponer conforme a 

derecho por cada parte dividida.  

 

(ii) Los Bienes Sociales, son propiedad de la sociedad de gananciales, 

construidos a costa del caudal social en suelo propio de uno de los 

cónyuges, donde se considera social a estos edificios -entiéndase 

fabricas edificadas sobre el suelo-. (Aguilar Llanos, 2006, p. 328). 

Se puede identificar desde un segundo punto, que el terreno heredado y 

a la vez área materia de reivindicación, tiene como propietarios a la 

demandante y al señor sabino. La adquisición de este bien fue durante el 
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vínculo matrimonial con la demandada, pero como manifiesta nuestro 

código civil peruano, pueden tener calidad de bienes sociales, los edificios 

construidos en uno de los suelos del cónyuge (bien propio), formando una 

sociedad conyugal. Desde ese punto la señora Nelly, expone su derecho 

de propiedad sobre las edificaciones del área materia de reivindicación, 

realizadas dentro de esta sociedad, sin embargo, este bien propio aún no 

había sido sometido dentro de estos criterios:  

- Si los copropietarios se encontraban de acuerdo, deberían realizar una 

escritura pública en Registros Públicos con la división manifestada. 

 

- Si los copropietarios no se encontraban de acuerdo, cualquier de ellos 

podía demandar ante el juez pidiendo la división, el juez va a resolver 

de acuerdo a los porcentajes de acciones y derechos de cada 

copropietario. 

En resumen, no nos encontramos en ninguna de estas figuras jurídicas.  

Existe un pronunciamiento del Tribunal Constitucional (Exp. N°08259-

2013-PA/TC del 24/06/2016), en lo que se refiere a que debería 

determinarse la calidad de los bienes con base a objetivos, como es el de 

la fecha de matrimonio y de la construcción de la fábrica, y no por la mera 

declaración del cónyuge. (Meneses, 2019, p. 316).   

En ese sentido, la señora Nelly, alega en todo momento ser propietaria de 

las edificaciones realizadas en el área materia de reivindicación, durante 

la vigencia de la sociedad de gananciales con el hermando de la 

demandante. Esta figura jurídica, se relaciona con los bienes sociales, 

donde en este supuesto finalmente concluyo que el inmueble (bien propio) 

de uno de los cónyuges, si bien es cierto puede pasar a bienes sociales 

en lo que respecta a los edificios construidos, consecuentemente esta 

construcción tiene que ser hecha con el dinero de la sociedad conyugal, 

de conformidad con el art. 310° del Código Civil Peruano, en concreto, 

para que pueda constituirse bienes sociales y sobre todo tomando la figura 

como bien propio, el señor Sabino, tuvo que adquirir mediante división su 

parte de la herencia dentro de la propiedad.   

Finalmente, la construcción de un edificio con el caudal social tiene como 

efecto el cambio de titularidad del inmueble en conjunto; no solo de lo 

edificado es la sociedad de gananciales sino el suelo convirtiéndose 

inmediatamente ambos en un bien común. (Quispe Salsavica, 2020, p. 

280). El área materia de reivindicación, no constituye dentro de los bienes 

sociales de los cónyuges, si bien es cierto las sentencias no emiten 

pronunciamiento específico sobre los bienes sociales, la demandada no 

presenta los medios probatorios suficientes que acredite que la edificación 

se construyó dentro de la sociedad conyugal, en ese sentido, este sería el 

motivo porque la señora Nelly, no tendría el derecho de propiedad de las 

edificaciones realizadas en su “supuesto” de bienes sociales durante la 

vigencia de sociedad de gananciales. 
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2.3  La acción reivindicatoria como defensa del derecho de propiedad  

Determinar si la demandante cumple con los requisitos para reivindicar la 

propiedad en litis. 

Fundamento de derecho 

Se invoca los siguientes artículos de la normativa civil sobre el tercer 

problema jurídico sobre la acción reivindicatoria como defensa sobre la 

propiedad.  

• Artículo 927° del Código Civil Peruano 

• Artículo 979° del Código Civil Peruano  

Análisis 

Gonzales Barrón (2013), señala lo siguiente: 

La acción reivindicatoria, puede definirse como el instrumento típico de 

protección de la propiedad de todo tipo de bienes, muebles o inmuebles, por 

cuya virtud, se declara comprobada la propiedad a favor del actor, y, en 

consecuencia, se le pone en posesión del bien para hacer efectivo el 

ejercicio de derecho.  (p. 3) 

Bajo este contexto, la titular de la propiedad de acuerdo a los registros 

públicos a causa de la sucesión intestada, es la demandante, y lo que 

busca es la devolución de la posesión de su área materia de 

reivindicación, dicho de otra manera, reivindicar tiene como significado la 

restitución, en este caso, solicita se le devuelva la posesión que se le fue 

quitada y sobre todo siendo legitima propietaria del inmueble, en 

consecuencia, la demandante se encontraba siendo limitada de su 

ejercicio del Derecho de Propiedad, conforme al art. 923 del Código Civil 

Peruano. 

La Corte Suprema de Justicia, manifestó sobre el ejercicio de la acción 

reivindicatoria, debiendo concurrir en los siguientes elementos (Casación 

N°10-2014, 2016).  

 

(i) Que, se acredite la propiedad del inmueble que se reclama 

(ii) Que, el demandado posea la cosa de manera ilegítima o sin  

           derecho a poseer  

(iii) Que, que se identifique el bien, materia de restitución” 

De acuerdo a los elementos señalados, se identifica dentro del 

expediente, lo siguiente:  

(i) La demandante solicita la reivindicación del inmueble debido a que 

se encuentra comprobada su titularidad del bien conforme la 

inscripción en registros públicos. 

(ii) No tiene la posesión del inmueble, sino la demandada 

(iii) La identidad del bien es, primer piso de material noble con una 

extensión de 75.44𝑚2, de los cuales tiene un área construida de 
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68.44 𝑚2 compuesto por (02) dormitorios, (01) sala, comedor, 

servicios higiénicos, (01) pasadizo, un área construida de material 

rústico de 7.30 𝑚2, 

En ese sentido, se tiene identificado los elementos respecto a la acción 

de reivindicatoria, donde la demandante está siendo limitada de su 

derecho como propietaria del bien, buscando la recuperación de la 

posesión que se le fue quitado por la demandada, acudiendo a la vía 

judicial y ejerciendo su derecho de acción, por consiguiente, haciendo 

efectiva su tutela jurisdiccional, pero principalmente la propietaria busca a 

través de esa acción, la reivindicación o también la restitución de su 

propiedad. 

La reivindicatoria cumple doble finalidad. (Gonzales Barrón, 2013, p. 16). 

- Acción declarativa, la comprobación jurídica de titularidad que 

elimina definitivamente el conflicto de intereses. 

 

- Acción de condena, el poseedor vencido deberá ser despojado 

legítimamente para efecto de que el propietario vencedor inicie el 

disfrute directo de la cosa.  

De este modo, la acción reivindicatoria, tiene estas dos finalidades según 

el autor Gonzales Barrón, una de ellas “acción declarativa”, que el 

demandante tiene que demostrar su titularidad de la propiedad para poder 

cumplir con el principal elemento de la acción, teniendo presente que 

nuestro sistema registral en el Perú es declarativo, no siendo obligatoria 

está inscripción, y, por último, “acción de condena”, porque el poseedor 

va a tener que entregar o ceder la posesión al propietario como le 

corresponde. 

La reivindicatoria es una acción plenaria de defensa de la propiedad, pues 

permite que el titular del derecho formule el debate sobre cualquier 

alegación y la aportación de todas las pruebas. (Gonzales, 2018, p. 234). 

Es acción plenaria porque el demandante no se encuentra en posesión 

del bien que es materia de reivindicación, solicitado la restitución, 

demostrando a través de diferentes pruebas ante un juez, su mejor 

derecho de propiedad, y como principal medio probatorio de la titularidad 

de la propiedad, es la inscripción en registros públicos. 

La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema, en la Casación N°3130-

2015, señala:  

La reivindicación importa la restitución del bien a su propietario; por ello, para 

su procedencia debe existir siempre un examen sobre el derecho de 

propiedad del accionante dado, que la acción reivindicatoria persigue que 

sea declarado el derecho y que, en consecuencia, le sea restituida la cosa 

sobre la cual recae. (Taboada Trujillo, 2018, p. 53). 
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Finalmente, la demandante cumple con los requisitos para reivindicar la 

propiedad en litis: (i) Se ha probado la titularidad de la propiedad por parte 

de la demandante, lo he desfazado en el punto 2.1 en la adquisición de la 

propiedad a través de la sucesión intestada (ii) Respecto a que el 

poseedor del bien no sea el propietario. La demandada se encontraba 

poseedora de la propiedad, hecho comprobado mediante los medios 

probatorios en la constancia domiciliaria, asimismo manifestaba que era 

propietaria de las edificaciones de la propiedad, que también fue expuesto 

en el punto 2.2 sobre la edificación construida sobre terreno en uno de los 

cónyuges durante el régimen de sociedad de gananciales, y finalmente 

(iii) Respecto a la identidad del bien, encontrándose descrita como el área 

materia de reivindicación. Está acción reivindicatoria que ejerce la señora 

Olga, lo hacía de conformidad con el art. 979 del Código Civil Peruano, la 

cual actuaba como copropietaria del bien, así como sus hermanos 

también tenían la legitimidad para demandar y como único fin la reposición 

de su propiedad. 
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2.4  Desalojo por ocupante precario v/s Acción de Reivindicación  

Determinar la diferencia entre ambos y su aplicación dentro del 

expediente.  

Fundamento de derecho 

Se invoca los siguientes artículos de la normativa civil sobre el cuarto 

problema jurídico sobre la diferencia entre desalojo por ocupante precario 

versus la acción reivindicatoria  

• Artículo 911° del Código Civil Peruano 

• Artículo 927° del Código Civil Peruano 

• Artículo 586° del Código Procesal Civil Peruano 

Análisis  

De conformidad al art. 911 del Código Civil Peruano, la posesión precaria 

es aquella que se ejerce sin título alguno o cuando este feneció, ejemplo 

que se emite a continuación: “una persona tendrá la condición de precaria 

cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, 

o cuando dicho título, según las pruebas presentadas en el desalojo, no 

genere ningún efecto de protección para quien ostente la posesión 

inmediata, frente el reclamante”. (Casación Civil N°2195-2011, 2012). 

En ese sentido, en la demanda presentada dentro de los medios 

probatorios hace mención de un proceso llevado a cabo sobre desalojo 

por ocupante precario durante el año 2006, seguido por el señor Sabino y 

señora Olga contra la señora Nelly, siendo materia de controversia la 

sentencia debido a que dentro de esa resolución se declara improcedente 

a favor de la señora Nelly, en consecuencia, se detalla los siguientes 

puntos controvertidos que será materia de análisis:  

a) Acreditar si los demandantes son propietarios y/o posesionarios del 

inmueble Juan Scarsi Valdivia N°309. 

 

b) Acreditar por parte de los demandantes que la señora Nelly tiene la 

condición de ocupante precario.  

De acuerdo a lo dispuesto en el código civil peruano, es fácil identificar al 

ocupante precario, tenemos claro que los propietarios del inmueble son 

los hermanos Zegarra Bedoya, según las inscripciones de Registros 

Públicos, por lo tanto, existe legitimidad sobre este título, con respecto a 

la acreditación si tiene condición de ocupante precario la señora Nelly, ella 

no tenía dicho título pero buscaba el reconocimiento como propietaria de 

la edificaciones realizadas en el área materia de reivindicación. 

Por lo tanto, en el momento de resolver citan (02) dos casaciones como 

referentes para declarar improcedente la demanda: 
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- De esa manera ambas casaciones señalan: “Para que se configure el 

supuesto contemplado en el art. 911 del código civil, el actor debe 

acreditar ser propietario no sólo del predio sino también de lo edificado, 

por cuanto el terreno y la edificación constituyen una sola unidad”. 

(Casación N°394-2005, 2006). 

 

- “La accionante del desalojo debe acreditar ser propietaria no sólo del 

predio sino también de lo edificado en el: por cuanto el terreno y la 

edificación constituyen una sola unidad inmobiliaria”. (Casación 

N°338-2006, 2006). 

Por consiguiente, el terreno y la edificación constituyen un solo predio, y 

dentro de la inscripción en registros públicos solo existía el área de 

terreno, no se encontraba inscrita las edificaciones realizadas, por lo 

tanto, al momento que declaran improcedente la demanda, se hace 

mención de las casaciones antes expuestas, las cuales no se acoplaba 

esta figura jurídica de desalojo por ocupante precario, debido a que sí 

existía una inscripción sobre la titularidad de la propiedad de la señora 

Olga con sus hermanos, pero no había convicción respecto a la titularidad 

de las edificaciones, en consecuencia, dentro de este proceso se buscaba 

la devolución del bien pero existía incertidumbre sobre la titularidad de las 

edificaciones realizadas dentro del área materia de reivindicación, de esta 

manera, en un proceso de acción de reivindicatoria se puede evaluar 

sobre el mejor derecho de propiedad y no en un proceso de desalojo por 

ocupante precario. 

A continuación, algunas diferencias relacionadas con el expediente, 

materia de informe:  

Desalojo por ocupante precario Acción de Reivindicación 

Proceso sumarísimo  Proceso de conocimiento   

La demandada no tiene título de la 
propiedad, tampoco sobre 
edificaciones  

La demandante tiene título de 
propiedad Registro Públicos, 
sobre terreno, pero no 
edificaciones 

 

La semejanza es que en ambos procesos las partes buscan la restitución 

del área materia de reivindicación. 

Respecto a los procesos, se precisa lo siguiente: 

No es poco frecuente que después de un largo proceso de desalojo por 

precario en la vía del proceso “sumarísimo”, se declare improcedente la 

demanda porque el demandado ha argumentado en su defensa, justificación 

de la posesión, un título incompatible con el del actor, que según la 

judicatura requiere ser discutido en un proceso de conocimiento o abreviado, 

donde el propietario deberá plantear la reivindicación. (Palacios Pareja, 

2002, párr. 1).   
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De acuerdo a lo antes expuesto, se identifica diferencia entre ambos 

procesos, como es el caso de la vía procedimental, “con el desalojo por 

ocupante precario, es un proceso menos complicado, a diferencia de la 

reivindicación que es un proceso extenso debido a la complejidad y dentro 

de este proceso puede discutirse el mejor derecho de propiedad”. 

(Casación Civil N°1803-2004, 2005), pero teniendo ambos procesos como 

similitud la recuperación de la posesión del bien. En ese sentido, en el 

presente caso, para la acción reivindicatoria se toma como referente la 

sentencia de vista Resolución N°40, sobre desalojo por ocupante precario, 

declarando improcedente su petitorio, respecto a que ambas partes 

alegaban la titularidad de las edificaciones construidas, por ende, 

improcedente. Se debió tomar la vía correspondiente para resolver el 

derecho de propiedad sobre lo construido. 

De otro modo, dentro de la sentencia hace mención que dicha 

construcción fue realizada por la madre de los demandantes, 

pronunciándose indirectamente sobre la titularidad de lo edificado, cabe 

mencionar que se realizó mediante documento privado de locación de 

servicios con fecha 20 de agosto de 1983. 

Finalmente, en el proceso de desalojo por ocupante precario, se debe 

tener en cuenta que no debe existir un título o en todo caso haya fenecido, 

en consecuencia, dentro de este proceso, la señora Nelly no tenía título 

de la propiedad, pero conforme se va desarrollando el proceso, los 

demandantes y la demandada alegaban cada uno por su lado ser 

propietarios de las edificaciones. Por ese sentido, en lo concerniente a las 

casaciones N°394-2005 y N°338-2006, y sobre lo expuesto, es 

improcedente la demanda cuando el demandante no acredita ser 

propietario de las edificaciones, de esta manera fue llevada a cabo en el 

proceso de acción de reivindicación. 
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2.5  Posesión legítima o ilegítima de los demandados   

Determinar si los demandados (hermanos Medina Carrasco) poseen el 

bien ilegítimamente o no tienen derecho a poseerlo. 

Fundamento de derecho 

Se invoca los siguientes artículos de la normativa civil sobre el quinto y 

último problema jurídico sobre los demandados, sí poseen el bien 

ilegítimamente o no tienen derecho a poseerlo y como consecuencia 

restituyan el área materia de reivindicación. 

• Artículo 896° del Código Civil Peruano 

• Artículo 905° del Código Civil Peruano 

• Artículo 906° del Código Civil Peruano 

Análisis 

La posesión, es el derecho real que establece un poder directo entre el 

sujeto y el bien, se puede tipificar como una relación jurídica posesoria, 

para algunos imita a la dominial, pero es más débil, subordinada al 

dominio. (Ramírez Cruz, 2017, p. 441). 

Esta posesión surge de la propiedad de conformidad con el art. 896 del 

código civil, el cual indica, que la posesión es el ejercicio de hecho de uno 

o más poderes inherentes a la propiedad, de esta manera, partiendo de 

esa premisa, esta posesión puede ser adquirida por el titular de un bien, 

pero también la posesión consigue ser trasmitida a un tercero, para hacer 

uso y disfrute de la misma.  

En ese sentido, existen, diferentes formas de ceder esta posesión, una de 

ellas es por intermedio del arredramiento, y según el art. 1666 del código 

civil, señala: por el arredramiento el arrendador se obliga a ceder 

temporalmente al arrendatario el uso de un bien por cierta renta 

convenida, y de acuerdo a los hechos expuestos dentro del proceso de 

acción de reivindicación, la demandada posesionaria en ese entonces del 

área materia de reivindicación, celebró en su momento diferentes 

contratos de arrendamientos con los hermanos Medina Carrasco como 

supuesta titular de la propiedad, y así cediendo la  posesión del bien. 

Asimismo, habiéndose analizado los diferentes problemas presentados 

respecto a la titularidad del bien y edificaciones, se confirma como 

propietaria a la señora Olga, del área materia de reivindicación, en 

consecuencia, en el acta de audiencias de pruebas, se confirma como 

único “arrendatario” al señor Jimmy o mejor dicho como único poseedor 

del área materia de reivindicación, por otra parte he verificado que el señor 

Jimmy se encontraba en posesión ilegítima del bien pero suponiendo su 

buena fe, al no tener conocimiento sobre los titulares de la propiedad para 

hacer legítimo su contrato de arrendamiento. 



14 
 

De conformidad al art. 905 del código civil peruano encontramos dos 

clases de posesión:  

Posesión inmediata, es el poseedor temporal en virtud de un título,   

Posesión mediata, a quien confirió un título  

Respecto, las clases de posesión, se tiene como concepto general que 

sin la posesión inmediata no se puede dar la posesión mediata, porque se 

necesita un título para poder transmitir la posesión.  

En ese sentido, se presenta en el contrato de arrendamiento entre el señor 

Jimmy y la demandada, a mi análisis, la presunción de su buena fe, como 

consecuencia del desconocimiento de quien es la verdadera propietaria 

del área materia de reivindicación, creyendo en la validez del contrato 

celebrado en ese entonces.  

El poseedor de buena fe es el que cree en la legitimidad de su posesión, 

por ignorancia o por error; este último puede ser error de hecho o de 

derecho. El poseedor desconoce estas causales que invalidan su título. 

(Ramírez Cruz, 2017, p. 463)    

Sobre esta figura, es preciso señalar que la buena fe del poseedor se 

manifiesta con el desconocimiento creyendo tener un título legítimo. 

Finalmente, sí existió una posesión ilegítima, pero de buena fe, ya que el 

poseedor (el señor Jimmy), no tenía conocimiento sobre su contrato de 

arrendamiento inválido, nulo o inexistente, por consiguiente, en su 

momento manifestó que no tenía ningún interés en el resultado del 

proceso de acción de reivindicación, entendiéndose que estaba dispuesto 

a devolver la posesión al verdadero propietario del bien, es decir, la 

demandante. 
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3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS  

 

3.1 Resolución N°29, Sentencia de Primera Instancia  

Con fecha 24 de mayo de 2013, mediante Resolución N°29, el Juez de 

primera instancia, resolvió declarar FUNDADA la demanda interpuesta 

por la señora Olga sobre reivindicación y ordenó que la demandada en el 

plazo de 05 días de notificada, restituya la posesión del inmueble, bajo 

apercibimiento de lanzamiento, e IMPROCEDENTE la demanda respecto 

a los demandados hermanos Medina Carrasco.  

Problemas jurídicos identificados  

Para la procedencia de la acción reivindicatoria se debe tener en cuenta 

los siguientes requisitos:  

a) Que se acredite la propiedad del inmueble que se reclama  

b) Que se identifique el bien materia de restitución  

c) Que el demandado posea la cosa de manera ilegítima o sin derecho 

de poseer 

Respecto al punto a), la propiedad se encuentra inscrita en registros 

públicos y tiene como titulares, a la demandada y sus hermanos, en 

consecuencia, al existir un bien en común, tienen la denominación de 

copropietarios, y conforme los hechos expuestos, fue adquirido de forma 

sucesoria por los causantes (padres de la demandante), por lo tanto, la 

disputa se origina porque en esta inscripción sucesoria no se encuentra 

comprendido las edificaciones realizadas al inmueble, de esta forma la 

demandada alega ser propietaria de las construcciones realizadas dentro 

de la sociedad gananciales que tuvo durante la vigencia del vínculo 

matrimonial. 

La inscripción registral en el Perú es voluntaria y declarativa del derecho 

inscrito, mas no es convalidante, ni constitutiva, pues legitima al 

propietario con derecho inscrito mientras no se declare judicialmente la 

nulidad de la inscripción. (Vivar Morales, 1994, p. 128) 

En ese sentido, En el Perú nuestro sistema registral es declarativo, no 

constitutivo, de este modo, salvo excepciones, las inscripciones no son 

obligatorias para que existan los derechos. Nuestro modelo de registro, a 

diferencia del modelo germánico, la inscripción sí es obligatoria para que 

el derecho exista, por ende, respecto a las edificaciones realizadas no 

había obligación alguna sobre declaratoria de fábrica en registros 

públicos.  

Por consiguiente, el punto central es acreditar mediante prueba alguna, 

quien es el verdadero propietario de las construcciones realizadas, que 

ahora es materia de reivindicación. Por lo que respecta a la demandada 

tenía que acreditar ser propietaria de las edificaciones con el patrimonio 
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de la sociedad de gananciales durante la vigencia del matrimonio que tuvo 

con el señor Sabino. 

Respecto al punto b), sobre la identidad del bien, se tiene identificado el 

bien, es decir, el área materia de reivindicación, conformado por una 

habitación en el primer piso de material noble con una extensión de 

75.44𝑚2, de los cuales tiene un área construida de 68.44 𝑚2 compuesto 

por (02) dormitorios, (01) sala comedor, servicios higiénicos, (01) 

pasadizo, un área construida de material rústico de 7.30 𝑚2, un patio en 

común. 

Respecto al punto c), la demandada se encontraba en posesión del bien 

alegando su titularidad. 

En realidad, mediante documento privado de fecha 20 de agosto de 1983, 

fue edificado el terreno por disposición de la causante (madre de la 

demandante), donde el juez indirectamente manifiesta en el proceso de 

desalojo por ocupante precario, que las construcciones fueron realizadas 

por la madre de la señora Olga. 

Por lo tanto, se detalla lo siguiente: 

- No existe prueba alguna que demuestre que el área materia de 

reivindicación fue construida con el dinero de la sociedad de 

gananciales que conformaban en ese entonces la señora Nelly y el 

señor Sabino, en consecuencia se presenta como prueba de oficio la 

resolución N°28 sobre el proceso de divorcio del Exp.N°74-2002, 

pronunciándose el juzgado respecto al régimen patrimonial de 

sociedad de gananciales, señalando: “que al no haberse acreditado 

con medio probatorio alguno que la demandada y el señor sabino ser 

titulares del bien ubicado en el Pasaje Juan Scarsi N°309, no emite 

pronunciamiento al respecto”, de ese modo, no existe acreditación 

alguna que dentro de la sociedad conyugal se haya obtenido algún 

patrimonio o se haya realizado las construcciones con el dinero 

conyugal, cabe precisar, que si hubiera existido patrimonio alguno, 

pasaríamos a un proceso de liquidación de la sociedad de 

gananciales.  

 

- Sobre la sucesión en copropiedad, tenemos lo siguiente: 

 
Por medio de la sucesión se da un cambio de titular referente a los bienes, 

derechos y otros que integran la masa hereditaria perteneciente al causante, 

trasladándose a quienes tienen vocación sucesoria, surgiendo, de esta  

 

manera -en caso de existir una pluralidad de favorecidos el derecho real de 

la copropiedad sobre los bienes transferidos a causa de la muerte-. (Gago 

Quispe, 2019, p. 132). 
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Sobre este concepto, la titularidad de copropiedad es ejercida entre la 

demandante y sus hermanos, por lo que constituye un bien indiviso, 

en ese caso, hay un patrimonio que se encuentra tutelado por las 

normas de copropiedad, de conformidad al art. 969 del código civil, por 

lo tanto, el inmueble que fue heredado por la demandante y el señor 

Sabino, junto a sus hermanos, no puede ser catalogado como un bien 

propio por cada uno, debido a que son copropietarios, entiéndase, 

todos tienen cuotas ideales o también llamadas alícuotas, como 

consecuencia que en ese momento existía un acuerdo de la 

copropiedad de los herederos sobre el bien. 

 

- Con relación a la titularidad de las construcciones edificadas, en el 

Exp. N° 695-2006, que se llevó a cabo el proceso de demanda sobre 

desalojo por ocupante precario entre la demandante y el señor Sabino 

contra la señora Nelly, el cual, se pronuncia respecto a la edificación 

del primer piso (área materia de reivindicación), la cual concluye: La 

construcción ha sido realizada por doña Vicenta Bedoya (madre de la 

demandante), de acuerdo al testimonio de locación de servicios 

privados que realizó con el contratista Juan Zevallos, por lo que tuvo 

relevancia para el juzgado en el pronunciamiento de la sentencia. De 

esta forma, en proceso de acción de reivindicación en la etapa 

decisoria, se advirtió que existió, un trámite de proceso penal contra el 

delito contra la fe pública, respecto al testimonio del contratista, en el 

cual supuestamente negaba la contratación que tuvo con la causante 

(madre de la demandante) y realizando una declaración jurada nueva  

alegando que las edificaciones la hicieron por encargo de la señora 

Nelly, pero este nunca concurrió como testigo en el proceso de acción 

de reivindicación, por lo que causaba incertidumbre para el Despacho 

sobre esta declaración jurada como único medio probatorio a favor de 

la señora Nelly. 

Con referencia a los demandados hermanos Medina Carrasco, se tiene 

comprobado que el señor Jimmy, se encontraba en posesión del bien, en 

consecuencia, tenía una posesión ilegítima de buena fe, debido a que en 

concordancia con el art. 906 del código civil peruano, el poseedor cree 

que posee legítimamente, de esta manera, que queda demostrado su 

buena fe al no tener ningún interés en el resultado del proceso de 

reivindicación. 

Finalmente, sobre todo lo expuesto en la emisión de sentencia, la posición 

del juez sobre declarar fundada la demanda de acción de reivindicación 

debe ser entendida como la pretensión del derecho real destinada a 

conseguir la restitución del bien, de la que se encuentra privado el 

propietario, sin tener posesión alguna, por lo tanto habiéndose 

demostrando la titularidad de la propiedad respecto a las edificaciones, se 

tiene por fundada la presente sentencia, y lo que respecta a improcedente 

de la demanda de los hermanos Medina Carrasco, esta resolución los 

excluye, en ese caso, porque: “una demanda es improcedente, si la Ley 
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concede acción en función de determinada situación jurídica o (…) porque 

quien la interpone o el demandado carecen de legitimatio  ad causam y, 

por consiguiente, uno es el titular de la acción o el otro el obligado a 

cumplir la Ley”. (Casación Civil N°1281-2008, 2008). 

3.2 Resolución N°39, Sentencia de Vista 

 

Con fecha 19 de setiembre de 2013, Sala Especializada en lo Civil de 

Huamanga, resolvió CONFIRMAR la resolución N°29 que declara 

fundada la demanda interpuesta por la señora Olga sobre reivindicación 

y ordenó que la demandada en el plazo de 05 días de notificada, restituya 

la posesión del inmueble, bajo apercibimiento de lanzamiento.  

Problemas jurídicos identificados  

Con fecha 30 de julio del 2013, se concede la apelación interpuesta por la 

señora Nelly contra la sentencia de primera instancia, y esta tiene efecto 

suspensivo, en concordancia con el art. 368 del código civil, por lo que la 

eficacia de la resolución recurrida queda suspendida hasta la notificación 

de que la ordena se cumpla con lo dispuesto por el superior.  

a) La demandada alega que no se cumple con los requisitos de la 

procedencia de la acción d reivindicación, debido a que no se ha 

analizado los medios probatorios relacionados al bien inmueble 

argumentando que son débiles e insuficientes, respecto a las 

edificaciones realizadas, donde supuestamente la señora Olga no ha 

demostrado su titularidad del bien que en ese entonces se encontraba 

en posesión la demandada.  

 

- La procedencia de la reivindicatoria el actor debe probar la propiedad 

del bien, no basta acreditar que el demandado no tenga derecho a 

poseer, si bien el demandante no prueba su pretensión entonces la 

demanda será declarada infundada. (Gunther Gonzales, 2015, p. 89) 

En relación a lo expuesto, queda evidenciado en el análisis realizado 

en párrafos anteriores, sobre la titularidad de las edificaciones en el 

área materia de reivindicación, las construcciones fueron hechas por 

el contratista Juan Zevallos, a través de un contrato de locación de 

servicios privado, con fecha 20 de agosto de 1983, por orden de la 

causante (madre de la demandante), sucediendo la propiedad con 

estas edificaciones a la demandante y sus hermanos, conforme la 

inscripción en registros públicos, por lo tanto, no existe incertidumbre 

alguna que la demandante y sus hermanos no tengan la titularidad del 

bien. 
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b) Sobre los alegatos de la demandada, afirma que las edificaciones 

realizadas fueron construidas dentro de la sociedad conyugal, que 

formaron en ese entonces con el señor Sabino (hermano de la 

demandante), pero durante el transcurso del proceso, no existió 

ningún medio probatorio que avale su titularidad.  

Cuando con dinero de la sociedad de gananciales se ha realizado una 

construcción sobre un predio de propiedad de uno de los cónyuges, 

estableciendo que dicha construcción tendrá la calidad de bien social. 

(Méneses Gómez, 2019, p. 319). 

En lo que respecta a la titularidad de la demandada, no existe ningún 

medio probatorio alguno que acredite que con dinero de la sociedad 

conyugal se realizaron estas edificaciones, y conforme al proceso de 

divorcio que se llevó a cabo, ni la señora Nelly con el señor Sabino, 

han acreditado ser titulares de alguna propiedad dentro de la sociedad 

de gananciales durante la vigencia del matrimonio. 

Finalmente, se confirma la sentencia debido a que se vuelve a 

reconocer que la señora Nelly, no es titular de las edificaciones del 

área materia de reivindicación, y se confirma el reconocimiento como 

propietaria de la demandante sobre las edificaciones debido a la 

transmisión sucesoria de la propiedad en general, pero esta es 

compartida en copropiedad con el señor sabino y sus hermanos. 

3.3 Resolución de la Corte Suprema de Justicia - Casación  

 

Con fecha 14 de enero de 2014, la Sala Civil Transitoria de la Corte 

Suprema, declaró IMPRODECENTE el recurso de casación 

interpuesto por la señora Nelly contra la sentencia de vista. 

Problemas jurídicos identificados  

Al Respecto del recurso de casación que se interpone ante la Corte 

Suprema de Justicia, se debe precisar que en este recurso no se 

cuestionan los hechos, por consiguiente, no se vuelva a valorar las 

pruebas presentadas en instancias anteriores, ya que tiene como 

único fin la aplicación idónea del derecho, debido a que el juez tiene 

que regirse a las normas y no a su manera de interpretación. 

La señora Nelly, al interponer el recurso de casación tienes dos 

pretensiones: 

a) Pretensión principal, que se revoque la sentencia de vista de fecha 

19 de setiembre del 2013 que confirma la sentencia de primera 

instancia y reformándola declare infundada y/o improcedente la 

demanda sobre reivindicación interpuesta por la señora Olga.  

b) Pretensión Subordinada, declare la nulidad de la sentencia de vista 

de fecha 19 de setiembre del 2013 que confirma la sentencia de 
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primera instancia y reformándola declare infundada y/o 

improcedente la demanda, a efectos se emita nueva sentencia. 

 

Respecto a los requisitos de fondo (o procedencia) del recurso de 

casación, se realiza de la siguiente manera: 

En general, en el Derecho comparado (…) se pueden mencionar dos grupos 

de requisitos: la mención de ley (norma de derecho) infringida (o 

erróneamente aplicada) y la causal de casación.  

Es decir, se quiere, en primer lugar, que se haya un error de derecho (…) y 

que sea señalado por el recurrente, y en segundo lugar que dicho error éste 

incluido dentro de las causales de casación. (Véscovi, 2018, p.888). 

De acuerdo al referido autor, se relaciona de conformidad con el art. 

388 del código procesal civil, en consecuencia, la demandante 

manifestó cuatro causales para interponer el recurso de casación, las 

cuales las he ubicado conforme sus requisitos de procedencia:  

1. Que, el recurrente no hubiera consentido previamente la 

resolución adversa de primera instancia, cuando esta fuera 

confirmada por la resolución objeto del recurso.  

Cumple con el requisito, puesto que impugnó la sentencia de 

primera instancia, de esta manera, desfavorable para la señora 

Nelly.  

“La recurrente se encuentra legitimada para interponer el recurso 

de casatorio, pues no consintió la resolución adversa de primera 

instancia”. (Casación N°3114-2000, 2001). 

En ese sentido, queda demostrado el cumplimiento del primer 

requisito de procedencia, debido a que la demandada, apeló la 

sentencia de primera instancia, donde declaraba fundada la 

demanda a favor de la señora Olga, para proceder a la restitución 

del área materia de reivindicación. 

2. Describir con claridad y precisión la infracción normativa o el 

apartamento del precedente judicial.  

 

(i) Infracción normativa, referida a la inaplicación de los 

requisitos de la acción reivindicatoria, conforme art. 927 del 

código civil  

 
El deber procesal del recurrente señalar clara y 

explícitamente en qué consiste el vicio, haciendo un análisis 

razonado y crítico de los motivos de la decisión del juez y 

luego explicar la propuesta que se hace para corregirlo, 

fundamentándolo con los debidos argumentos, a fin de hacer 

ver como todo ello modificaría el sentido del fallo. (Casación 

N°1125-2013, 2016). 
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Conforme a la casación, esta infracción normativa que alega 

la señora Nelly no se encuentra dentro de los requisitos para 

la procedencia, debido a que quedó demostrado en las 

instancias anteriores que la señora Olga, cumple con los 

requisitos de la acción reivindicatoria, por lo tanto, no existe 

infracción dentro de la resolución de segunda instancia, que 

se quiere impugnar.  

(i) Infracción normativa que incide sobre la decisión contenida 

en la resolución impugnada, referida a la inaplicación de los 

art. 310 y 311 del código Civil  

 

Con referencia a la infracción que debió alegar la señora 

Nelly, correspondió influir en el contenido de la resolución 

emitida en segunda instancia, por consiguiente, 

fundamentar su recurso de casación en ese sentido y no en 

lo que creía necesario. 

 

Además, la infracción normativa se produce cuando hay una 

afectación a las normas jurídicas, es decir, un error de 

derecho, y dentro de esta supuesta infracción que alega la 

señora Nelly, no se pronuncia la Sala Superior cuando emite 

la resolución dándole fin al proceso. 

 

Por lo tanto, en la presumida inaplicación de los art. 310 y 

311 del código civil, señala los Bienes Sociales y Reglas 

para la calificación de los bienes, en definitiva, no causan 

efecto en la resolución de segunda instancia, por lo tanto, la 

señora Nelly, debió demostrar la supuesta infracción 

normativa que se encontraba infringiendo la resolución de 

esa instancia, y consecuentemente quedó demostrado que 

no es un bien social por diferentes motivos antes expuestos. 

 

(ii) Infracción normativa que incide sobre la decisión contenida 

en la resolución impugnada, referida a la inaplicación de la 

jurisprudencia nacional   

 

La Sala en ese momento, señala que las casaciones 

referidas Casación N°394-2005-Cono Norte (31-07-2006) y 

Casación N°338-2006-Lima, no constituyen precedente de 

observancia obligatoria, es decir, no era vinculante, por 

consiguiente, se ampara al art. 400 del Código Civil, en el 

cual estable que la Sala Suprema Civil puede convocar al 

pleno de los magistrados civiles a afectos de emitir sentencia 

que constituya un procedente vinculante. 
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En ese sentido, se debe considerar las fechas para una 

mejor explicación, en concreto, las casaciones antes 

mencionadas, fueron publicadas de fecha 14 de agosto del 

2013, como parte del Cuarto Pleno Casatorio, pero cuando 

se llevó a cabo el recurso de casación, no era vinculante 

porque la resolución fue emitida con fecha 14 de enero del 

mismo año, por ende, las casaciones no habían sido 

tomadas como un procedente vinculante para el pleno 

casatorio, pero sí había sido un referente para los jueces de 

primera instancia, por consiguiente, no lo hace obligatorio 

sino es vinculante, no obstante, existen muchas casaciones 

a nivel nacional, pero se debe tener en cuenta que para 

existir un precedente judicial tiene que estar contenido en el 

presente art. 400 del Código Civil Peruano.  

 

3. Demostrar la incidencia directa de la infracción sobre la 

decisión impugnada  

 

(ii) Infracción referida a la vulneración del debido proceso por 

una inadecuada evaluación de los medios probatorios y la 

deficiente motivación de la resolución judicial. 

 

La casación no califica nuevamente los medios probatorios, 

su función, es que no exista error de derecho, por lo tanto, 

la Sala Suprema no puede volver nuevamente a calificar los 

medios probatorios, para eso existe las primeras instancias 

donde que se llevó a cabo el proceso, pero sin perjuicio a 

ello, la Corte Suprema precisa en la resolución que la señora 

Nelly no ha acreditado la titularidad de la propiedad con 

ningún medio probatorio. 

 

4. Indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio, si 

fuese anulatorio, se precisará si es total o parcial, y si es este 

último, se indicará hasta donde debe alcanzar la nulidad. Si 

fuera revocatorio, se precisará en que debe consistir la 

actuación de la Sala. 

Por último, se debe precisar que la Casación no es una 3ra 

instancia.  

La señora Nelly, solicita en su recurso de casación ambos pedidos.  

En ese aspecto, de conformidad con el art, 388 de los requisitos de 

procedencia, señala en el numeral 4, si el recurso contuviera 

ambos pedidos, deberá entenderse el anulatorio como principal y 

el revocatorio como subordinado, el cual, fue modificado por el      

art. 1. (Ley N°29364, 2009), en consecuencia, su pedido casatorio 

era anulatorio. 
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Finalmente, se declaró improcedente el recurso de casación 

quedando claramente demostrado la falta de sustento sobre la 

infracción normativa que alegaba la señora Nelly, por lo tanto, la 

resolución de la Sala Suprema es bien coherente en sus 

considerados, por consiguiente, siendo la última instancia y 

habiéndose demostrado la titularidad de la señora Olga como 

propietaria del área materia de reivindicación, se procede a la 

restitución del bien, siendo la Corte Suprema de Justicia del Perú 

la última instancia, sin ir más lejos, sus decisiones no pueden ser 

impugnadas.  
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4. CONLUSIONES  

 

Sobre lo expuesto, he llegado a las siguientes conclusiones: 

 

4.1 La demandante es propietaria de la construcción realizada hacia el 

área materia de reivindicación, estas fueron hechas por la causante 

(madre de la demandante), a través de una contratación de servicios 

durante el año 1983. En conclusión, El Derecho de Propiedad del 

terreno y la edificación sobre el área materia de reivindicación, se 

transmitieron, a través de la herencia otorgada por la sucesión 

intestada, ya que formaron un solo predio. 

 

4.2 La demandada, manifestaba que no se motivaba la decisión respecto 

a los bienes sociales como una sociedad de gananciales durante la 

vigencia del matrimonio, por consiguiente, si bien las edificaciones se 

hubieran realizado por la demandada con el dinero de la sociedad 

conyugal, tendría que acreditarlo con medio aprobatorio alguno, pero 

durante todo el proceso, no existe prueba alguna valorada por las 

instancias correspondientes, por consiguiente no aplicaría el referido 

artículo sobre bienes sociales del código civil, asimismo, durante el 

proceso de divorcio en el  fenecimiento de la sociedad de gananciales 

no se encuentra ningún bien para materia de liquidez o exigible el 

reembolso de estas edificaciones como indica el art. 302 del código 

civil peruano. 

 

4.3 La reivindicación, principalmente para que exista la procedencia del 

ejercicio de la acción tiene que tener los siguientes requisitos: (i) un 

propietario no poseedor del bien, (ii) un poseedor no propietario del 

bien, y (iii) la individualización del bien materia de reivindicación, 

teniendo como principal fin la recuperación de la posesión de su 

propiedad, y precisando que la demandante cumple con todo aquello 

mencionado anteriormente para ejercer su derecho de propiedad 

como corresponde.    

 

4.4 La diferencia entre el proceso de acción reivindicatoria y el proceso de 

desalojo por ocupante precario, se basa en lo siguiente: (i) en la 

primera, se solicita la restitución del bien debido que el demandante  

no tiene la posesión, pudiendo también reclamar dentro del proceso el 

mejor derecho de propiedad, y (ii) en la segunda, si bien es cierto 

puede solicitar también la restitución del bien al que no tiene título o 

feneció, dentro de este proceso no se puede exigir el derecho de 

propiedad y es un proceso menos engorroso y rápido (proceso 

sumarísimo). 
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4.5 En nuestro código civil peruano, existe la posesión ilegítima de buena 

fe, cuando el poseedor cree en su legitimidad, por consiguiente, se 

presume que uno de los demandados (señor Jimmy), celebró un 

contrato de arrendamiento en su momento, creyendo en la validez de 

este, por lo tanto, se encontraba en posesión ilegítima de buena fe, 

hasta el momento que fue citado al proceso de reivindicación.  

 

4.6 Respecto al pronunciamiento de la sentencia de primera instancia se 

tiene confirmado que la titular de la propiedad de las edificaciones es 

la demandante, por lo tanto, se encontraba en todo el ejercicio de su 

derecho que se le restituya su propiedad, enfocándome en el análisis 

de estos puntos: (i) la declaratoria de fábrica no son obligatorias su 

inscripción en registros públicos, (ii) la falta de medios idóneos por 

parte de la demandante al no acreditar que dentro de la sociedad de 

gananciales se realizó las edificaciones, y (iii) la propiedad en lo que 

respecta al área de materia de reivindicación no es un bien propio por 

el motivo que se encontraba en copropiedad con sus hermanos, y en 

consecuencia, en este inmueble no existía división y partición. 

 

4.7 En la emisión de sentencia de vista, puedo concluir que se confirma 

en dos puntos centrales, (i) se cumple con uno de los requisitos 

importantes de la reivindicación, debido a que se comprueba la 

titularidad como propietaria a la demandante, pero precisando que 

realmente es copropietaria del bien en conjunto con sus hermanos, 

debido a la transmisión sucesoria, y por último (ii) que no existe medio 

probatorio alguno que las edificaciones se hayan realizado con el 

dinero de la sociedad conyugal, por lo tanto, es evidente que la 

poseedora de ese entonces (demandante) no es propietaria de las 

construcciones realizadas.  

 

4.8 Para terminar, la Corte Suprema como tribunal máximo de justicia, al 

respecto de sus resoluciones no pueden ser impugnadas, y al declarar 

improcedente el recurso de casación interpuesto por la señora Nelly, 

se procede a la restitución del bien, pero principalmente esta casación 

se basa al momento de fundamentar los requisitos para la procedencia 

de la casación. En las infracciones normativas no se encontraba en la 

decisión impugnada de segunda instancia, asimismo se pretendía 

nuevamente la valoración de medios probatorios, cuando no es 

competencia de la Sala Suprema volver a calificarlos. 
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6. ANEXOS  
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E. RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA  
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Anexo  A. Demanda y sus anexos  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



































































 

 

 

 

 

 

Anexo B.  Contestación de la demanda y anexos 

 

 

 

 

 

 

 

 

 











































 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Anexo C. Acta de audiencias  
 

























 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Anexo D. Sentencia y Resolución de Primera Instancia  
 





















 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Anexo E. Resolución de Segunda Instancia   
 















 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Anexo F. Resolución de la Corte Suprema    
 










